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del Gobierno. En suma. la Orden recurrida. respetando
el establecido en el Real Decreto 574/1991 y dentro
del marco previsto en la Disposición transitoria quinta
de la L.O.G.S.E.. prevé un sistema de acreditación' de
los conocimientos y del dominio de los recursos didác­
ticos y pedagógicos necesarios para el desempeño de
las funciones docentes en el que todos los opositores
quedan situados en total condición de igualdad. sin que
se impida el acceso a la función pública a los aspirantes
que no han prestado servicios a la Administración.

Asimismo, recuerda que este Tribunal ha admitido
la corrección constitucional de valorar los méritos de
aquellos que cuentan con experiencia previa, siempre
que se haga en términos generales y abstractos. como
sucede en el caso presente; y que incluso ha aceptado
la utilización de un criterio de acceso restringido cuando
la diferencia de trato aparezca como un medio adecuado
para resolver una situación excepcional expresamente
prevista en una disposición con rango de ley (STC
27/1991). como igualmente ocurre en este caso. Por
ello, concluye suplicando la denegación del amparo soli­
citado y, mediante otrosí. la acumulación del presente
recurso con los seguidos con los núms. 1.247/92.
1.258/92, 1.265/92.74/93.297/93 y 822/93.

15. Mediante Auto de 28 de febrero de 1994. la'
Sala Segunda acordó la acumulación de los recursos
núms. 1.258/92. 1.265/92, 74/93, 93/93 y 822/93
al tramitado bajo el núm. 1.247/92.

16. Por Auto de 6 de junio de 1994, se acordó.
tras recibir las alegaciones al respecto formuladas por
las partes. la desacumulación parcial de los recursos.
manteniéndola solamente para los núms. 1.247/92.
1.258/92 y 1.265/92, al ser los únicos que versaban
sobre la misma Orden de convocatoria y sobre la misma
Sentencia.

17. El día 23 de junio de 1994 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal el escrito de doña Pilar Rico
Cadenas. representante de la Federación Andaluza de
Opositores de Enseñanza, en el que, con motivo de la
desacumulación, solicitaba del Tribunal que la tuviera
por comparecida como parte en el presente recurso de
amparo y que, en su día. dictase Sentencia estimatoria.
procediendo a la anulación de la Orden de la Consejería
de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía, de
25 de abril de 1991. y de la Sentencia de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo, de 10 de noviembre de 1992.

18. Por providencia de 4 de julio de 1994, la Sec­
ción Segunda acordó tener por personada y parte a la
Procuradora doña Pilar Rico CadenaS. en nombre y repre­
sentación de la Federación Andaluza de Opositores de
Enseñanza, a los solos efectos de notif.icación de la
Sentencia.

19. Por providencia de 15 de septiembre de 1994.
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia el día 19 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Único. La presente demanda coincide en su objeto
con la resuelta en la STC 185/1994 sobre los recursos
acumulados núms. 1.247/92, 1.258/92 y 1.265/92.
Cierto es que, en principio, no existe identidad respecto
de las normas impugnadas ni tampoco en lo concer­
niente a las Sentencias dictadas por la jurisdicción ordi­
naria. En los recursos ya resueltos, en efecto, la norma
objeto de controversi,a era la Orden de la Consejería
de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía, de
25 de abril, por la que se realizaba la convGcatoria pública

para el ingreso en los Cuerpos de Profesores de Ense­
ñanza Secundaria, Profesores de Música y otros; y la
Sentencia contra la que se actuaba era la del Tribunal
Supremo de 14 de abril de 1992, por la que se revocó
la previamente dictada por el Tribunal Superior de Jus­
ticia de Andalucía, de 25 de julio de 1991. En el pre­
sente caso, objeto del recurso es la Orden por la que
se convocan. pruebas selectivas para la provisión de pla­
zas en el Cuerpo de Maestros. de misma fecha que la
anterior, así como la Sentencia del Tribunal Supremo
de 10 de noviembre de 1992. que revoca la del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía de 23 de septiembre
de 1991. No obstante. y aunque se trate de Sentencias
y de normas distintas. razón por la cual este Tribunal
concluyó acordando la desacumulación de los recursos
citados respecto del presente y de otros. el sistema de
\(aloración de los méritos de los candidatos en ambas
Ordenes de convocatoria es exactamente el mismo.
como también son semejantes las pretendidas vulne­
raciones del art. 24 C.E. imputadas a las sentencias del
Tribunal Supremo en el presente caso y en los ya fallados.
En consecuencia, para la resolución del presente recurso
debemos remitirnos a los razonamientos contenidos en
la STC 185/1994 tanto por lo que se refiere al sistema
previsto en la Disposición transitoria quinta. apartado
3.°, de la L.O.G.S.E. (fundamentos jurídicos 3.0 y 4.° ),
como al desarroUo de dicho sistema por parte de la Junta
de Andalucía (fundamentos jurídicos 5.° y 6.°). conclu­
yendo igualmente en la desestimación del amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, pOR LA AUTORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA. .

Ha decidido

Desestimar el presente recurso'de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de septiembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

23059 Sala Primera. Sentencia 252/1994, de 19 de
septiembre de 1994. Recurso de amparo
24911993. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Bilbao. dictada en causa por deli­
to contra la seguridad en el tráfico. Supuesta
vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: validez de la prueba de la alco­
holemia.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recursó de amparo núm. 249/93. promovidq
por don Ignacio lbarra Batis, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don lsacio Calleja García, y
asistido del Letrado don Javier Zumalacarregui. sobre
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Sentencia de 21 de diciembre de 1992. de la Audiencia
Provincial de Bilbao. en causa por delito contra la segu­
ridad en el tráfico. Ha comparecido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Presidente don Miguel Rodríguez-Pi­
ñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de Guardia
el 29 de enero de 1993. y en este Tribunal el 1 de
febrero. el Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja
Garcia. en nombre y representación de don Ignacio Ibarra
Batis. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
dictada por la Audiencia Provincial de Bilbao. el 21 de
diciembre de 1992. en recurso de apelación núm. 447/92.
por delito contra la seguridad en el tráfico.

2. El reCurso se fundaba en los siguientes hechos:
al El día 24 de enero de 1990. el hoy actor fue

detenido por la Ertzaintza por conducción irregular. Prac­
ticadas las pruebas de alcoholemia. éstas dieron un resul­
tado de 2.50 y 2.32 gramos de alcohol por centímetro
cúbico. respectivamente.

b) Por Sentencia de 2 de junio de 1992. el Juzgado
de lo Penal núm. 6 de Bilbao condenó al demandante
a la pena de 100.000 pesetas de multa. o quince días
de arresto sustitutorio. así como a la privación del per­
miso de conducir por el tiempo de cinco meses. al con­
siderarse autor de un delito contra la seguridad en el
tráfico.

c) El actor recurrió la Sentencia de instancia. fun­
damentando su impugnación. entre otras razones. en
que no Se habían respetado sus garantías esenciales
de defensa. al no contar con la asistencia de Letrado
en el momento en que Se realizaron las pruebas de
impregnación alcohólica. La Sala de la Audiencia Pro­
vincial de Bilbao. por Sentencia de 21 de diciembre de
1992 (not. 12 de enero de 1993) desestimó parcial­
mente el recurso interpuesto. Consideraba la Sala que
aunque el Letrado del actor no estuviera presente en
la realización de las pruebas de impregnación alcohólica.
el actor se sometió a ellas voluntariamente. constando
en las actuaciones que "Se le advirtió de su derecho
a exigir una segunda prueba y de la posibilidad de con­
trastar los resultados mediante análisis clínicos en un
centro sanitario y también de su derecho a negarse a
la práctica de cualquiera de las pruebas anteriores». Asi­
mismo. concluía la Sala. la presencia de Letrado en la
realización de dicha prueba no era precisa. "pues dicha
actuación no constituye una declaración. sino que se
trata de una diligencia de naturaleza pericial, cuyo resul­
tado ha de ser valorado en momento posterior. con las
demás pruebas practicadas en el juicio ora!».

3. El actor consideraba que la resolución impugnada
vulneraba el arto 24.2 C.E.. pues ha efectuado una inter­
pretación restrictiva del referido precepto. en relación
con el arto 520.4 l.E.Crim.

Entendía la parte que. una vez que el detenido soli­
Citaba asistencia letrada. la policía debía abstenerse de
realizar diligencia alguna con él en el tiempo y forma
establecidos en los referidos preceptos de la l.E.Crim.
Teniendo en cuenta la práctica en el enjuiciamiento de
los referidos delitos. que hace prácticamente imposible
su defensa ante las pruebas de alcoholemia ya realizadas
y la ratificación en juicio del atestado policial, concluía.
el actor debía estar en condiciones de poderse defender
plenamente. y ello no sucedería así si. por .encontrarse
en un estado supuestamente de ebriedad. su entendi­
miento aparecía nublado.

Por lo demás. tampoco se desprende de las actua­
ciones que el actor fuera informado de sus derechos

antes de que le fueran practicadas las pruebas de impreg­
nación alcohólica. Habiéndole sido efectuadas a las 4.30
ya las 4.35 horas de la mañana. la diligencia documental
de la detención y de la lectura de tales derechos como
detenido está datada a las 5 horas de la mañana de
ese día. es decir. después deprac.ticadas aquéllas.

Teniendo en cuenta la trascendencia de estas pruebas
para el acusado. es preciso que cuente. durante su rea­
lización. con asistencia letrada. de ahí que las obtenidas
en este caso carezcan de virtualidad para romper la pre­
sunción de inocencia.

Por todo lo anterior solicitaba de este Tribunal que
dictase Sentencia estimatoria. declarando la nulidad de
la resolución impugnada. y ordenando que se volviese
a celebrar la vista del recurso de apelación sin tener
en cuenta el resultado de las pruebas de alcoholemia.

Mediante otrosí solicitaba la suspensión de la eje­
cución de la Sentencia. que le fue concedida por lo que
hacía referencia a la privacíón del carné de conducir
y al arresto sustitutorio del impago de la multa impuesta.
mediante Auto de fecha 27 de mayo de 1993.

4. Mediante providencia de 8 de febrero de 1993.
la Sección Primera acordó conceder a la parte y al Minis­
terio Fiscal un plazo común de diez días (art. 50.3 LOTe)
para que alegasen lo que estimasen conveniente en tor­
no a la posible existencia de los motivos de inadmisión
previstos en los arts. 50.1 cl LOTC. de carecer la deman­
da de contenido constitucional, y 50.1 d) LOTC. de haber
desestimado este Tribunal en el fondo un reCurso en
supuesto sustancialmente igual al presente (STC
107/1985).

5. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de
febrero de 1993. el hoy actor efectuó sus alegaciones.
en las que reproducía las efectuadas en la demanda
y. en relación con el rnotivo de inadmisión previsto en
el arto 50.1 d) LOTC. puesto que entendía el actor que
fue detenido desde el mismo momento en que se le
hizo descender de su vehículo. con lo que. en sustancia.
los hechos que desencadenaron la STC 107/1985 y
los concurrentes en el presente caso no eran iguales.

6. El Ministerio Fiscal efectuó alegaciones por escri­
to registrado el 22 de febrero de 1993. En ellas expre­
saba su parecer contrario a la admisión a trámite de
la demanda de amparo. Partiendo de la doctrina sentada
por este Tribunal, en STC 107/1985. consideraba el
Ministerio Público que en el caso no se produjo detención
alguna del actor que justificase la aplicación de los dere­
chos reconocidos en el arto 17 C.E. Las pruebas de alco­
holemia constituyen pericias técnicas que no suponen
privación alguna de libertad para el actor en el sentido
constitucional del término. sino sumisión de éste a reglas
de policía estrictamente necesarias para velar por la
seguridad del tráfico. A la vista de la documentación.
ciertamente escasa. que acompañaba a la demanda. la
prueba de alcoholemia se realizó con todas las garantías
que debían acompañarla. no procediendo la información
al interesado sino de los derechos que pudieran corres­
ponderle en relación con su práctica (que no consta que
no se produjera).

A la vista de la anterior doctrina. concluía el Ministerio
Fiscal. resultaba evidente la carencia de contenido de
la demanda de amparo. que descansaba sobre el pre­
supuesto -no constatado- de la privación de libertad
del actor.

7. Por providencia de 29 de abril de 1993. la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo.
requiriendo a la Audiencia Provincial y al Juzgado de
Instrucción núm. 6 de Bilbao la remisión de las actua­
ciones. y el emplazamiento de quienes fueran parte en



BOE núm. 252. Suplemento Viernes 21 octubre 1994 27

el procedimiento para que. si lo deseaban, pudieran com­
parecer en el proceso de amparo.

8. Recibidas las actuaciones y abierto el trámite del
art. 52 LOTC, el actor efectuó sus alegaciones por escrito
registrado el 17 de junio de 1993, en el que se ratificaba
en las ya hechas en el curso del procedimiento.

9. Por su parte. el Ministerio Fiscal evacuó el trámite
por escrito que fue registrado con fecha 25 de junio.
En sus alegaciones. añadía, a las ya efectuadas que.
a la vista de las actuaciones.' sí era posible afirmar que
el actor se encontraba física y legalmente detenido en
las dependencias de la Ertzaintza en el momento de
practicarse la prueba de alcoholemia. No obstante. con­
sideraba el Ministerio Fiscal que ni aun en este supuesto
sería exigible la asistencia letrada en la prueba alcoho­
lométrica. como se deducía de las SSTC 107/1985 y
22/1982.

En efecto, el actor fue detenido porque. en el momen­
to en que se le requirió para la práctica de las pruebas
de alcoholemia, se produjo un forcejeo violento. siendo
esposado y conducido a las dependencias policiales.
pero también consta en las actuaciones que en ese
momento fue informado verbalmente de los derechos
que le asistían como detenido en los términos del art.
520 L.E.Crim.

Ya en ese momento pudo solicitar la asistencia letrada
pero, pese a sus declaraciones en contrario en el acto
del juicio. no consta que tal solicitud se produjera.

Por lo demás. la prueba de alcoholemia se practicó
«legal y reglamentariamente», siendo informado el dete­
nido de sus derechos al respecto y firmando éste volun­
tariamente su práctica.

A posteriori, y de cara a su declaración ante la policía
le fueron leídos sus derechos. renunciando al nombra­
miento de Letrado y a declarar ante la policía. Cierta­
mente, la advertencia sobre sus derechos debió enca­
bezar el atestado y no aguardarse a un momento pos­
terior. pero esta irregularidad debe entenderse salvada
en cuanto consta que el detenido fue realmente infor­
mado de sus derechos en el momento mismo de su
detención.

Las consideraciones anteriores. unidas a las especí­
ficas ya realizadas en relación con la doctrina de este
Tribunal, conducirían, en conclusión, a estimar que la
prueba de alcoholemia fue regularmente practicada. Ello.
unido a que en modo alguno fue dicha prueba la que
formó la convicción del órgano judicial, fuerza a deses­
timar que se haya producido en el caso una infracción
del art. 24.2 C.E.; puesto que en el acto del juicio decla­
raron los ertzainas que practicaron su detención, des­
cribiendo los síntomas que el actor presentaba y el esta­
do en que se encontraba, extremos éstos que no guar­
daban relación alguna con la prueba de alcoholemia a
los acontecimientos posteriores. pues los precedieron
y fueron captados de forma independiente.

Por todo lo expuesto, expresaba el Ministerio Fiscal
su parecer contrario a la estimacíón de la demanda de
amparo.

10. Por providencia de 17 de septiembre de 1994
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 19 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Ante la variedad de argumentos vertidos en la
demanda sobre la fiabilidad de la narración fáctica de
las resoluciones impugnadas, y la de las declaraciones
del recurrente o de las pruebas practicadas. dado el esta­
do físico en que presuntamente se hallaba cuando suce­
dieron los hechos, conviene precisar el auténtico objeto

del presente recurso de amparo. En efecto. como se
desprende de la Ley reguladora de este Tribunal, el recur­
so de amparo se configura como un recurso extraor­
dinario, centrado exclusivamente en la eventual infrac­
ción de los derechos fundamentales y libertades públicas
(art. 41 LOTC). de ahí que no proceda en esta sede
revisar los hechos' declarados probados en la instancía,
o efectuar una labor de crítica sobre el poder de con­
vicción del material probatorio manejado por los Tribu­
nales de procedencia. que éstos valoraron en uso de
competencias reconocidas en el arto 117 C.E.. por lo
que deben descartarse todos los argumentos que, al mar­
gen de la eventual vulneración de un derecho funda­
mental, se realizan por el actor en este sentido de revisar
el material fáctico que ha llevado a los Tribunales de
procedencia a estimar acreditados los hechos cometidos.

Así centrado el ámbito del recurso de amparo. el obje­
to que ahora nos ocupa sólo puede versar sobre la even­
tual infracción del derecho a la presunción de inocencia,
constituida por haber basado los Tribunales su condena
en una única prueba de cargo -los resultados del test
de impregnación alcohólica- realizada. en opinión del
actor, con vulneración de las garantías reconocidas en
el arto 17.3 C.E.. para la tutela de la libertad personal
del actor. y, en especial, sin asistencia letrada.

2. Como se acaba de apuntar. afirma la demanda
que los resultados del test de alcoholemia no pueden
ser viables para desvirtuar la presunción de inocencia
porque el actor no contó. para su práctica. con asistencia
letrada, a pesar de hallarse detenido. Y no cabe dudar
que, efectivamente, cuando el test de alcoholemia se
realizó. el actor se encontraba privado de libertad; así
se desprende de modo palmario de las actuaciones. y
en especial del atestado policial (folio 2 de las mismas).
Una detención policial que -según sostiene el actor­
se había practicado de modo irregular.

De este modo. el conjunto de argumentos de la
demanda debe ser valorado desde dos ángulos de aproxi­
mación: el primero, el eventual impacto de las denun­
ciadas irregularidades producidas en el momento de la
detención sobre la actividad probatoria que haya podido
desarrollarse con posterioridad. Y, en segundo lugar. pre­
supuesto cuando menos el hecho de la detención. los
condicionamientos que tal hecho ha de imponer a la
práctica de la prueba de alcoholemia, a efectos de con­
servar su virtualidad para desvirtuar la presunción de
inocencia. Por este orden se procederá a su análisis.

3. Respecto de la primera de las aproximaciones
descritas. ha de destacarse que, dada la configuración
procesal del recurso de amparo. corresponde al actor
acreditar los extremos de hecho constitutivos de su pre­
tensión, y que, normalmente. esa acreditación ha de rea­
lizarse en el proceso de origen. pues incumbe a los ór~a­

nos judiciales de procedencia determinar la base fáctica
sobre la que ha de plantearse la pretensión de amparo.
Una base fáctica que, además, este Tribunal no puede
en modo alguno alterar por imperativo de su ley regu­
ladora (art. 44.1 b] LOTC).

En este caso, el actor no ha acreditado en modo
alguno que se hubiera producido una detención contraria
al art. 17 C.E.; que los eventuales defectos de forma
que hubieran podido concurrir (entre ellos y sobre todo
la tardía cumplimentación de la diligencia de detención)
tuvieran relevancia constitucional.

Así, aunque consta que fue detenido cuando su com­
portamiento lo hizo necesario al descender del vehículo
que conducía, no consta que no fuese informado de
los derechos que como detenido le asistían. Y su con­
ducta posterior contribuye a confirmar que, en efecto,
en el momento de su detención. no se produjeron las
irregularidades que denuncia. a las que no hizo referencia
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no ya sólo cuando firmó el acta documental de su deten­
ción, sino tampoco cuando compareció ante el Juez ins­
tructor, casi un mes más tarde (folio 15). ni en el escrito
de defensa (folio 30). En estas circunstancias, no resulta
ni irrazonable ni falto de fundamento que los Tribunales
de instancia desecharan las alegaciones del actor en
este sentido. Las consideraciones anteriores. por tanto.
hacen plenamente inviable la acción en amparo fundada
exclusivamente en este motivo.

4. En relación con la validez de la prueba de alco­
holemia. que el actor cuestiona en segundo lugar. es
doctrina reiterada de este Tribunal que, como regla gene­
ral. la asistencia letrada no es condición de validez -des­
de la perspectiva constitucional- de la práctica de dicha
prueba. En este sentido. se ha afirmado que «la veri­
ficación de la prueba que se considera supone. para
el afectado. un sometimiento. no ilegítimo desde la pers­
pectiva constitucional. a las normas de policía, some­
timiento al que. incluso. puede verse obligado sin la pre­
via existencia de indicios de infracción. en el curso de
controles preventivos realizados por los encargados de
velar por la regularidad y seguridad del tránsito... Por
ello, la realización de esta prueba «no requiere de las
garantías inscritas en el arto 17.3 de la Norma funda­
mental.., no dispuestas en favor «de quienquiera que
se halle sujeto a las normas de la policía de tráfico..
(STC 107/1985. fundamento jurídico 3.°; en el mismo
sentido. STC 22/1988).

Ahora bien, cabe plantearse si esta doctrina general
ha de resultar matizada cuando la prueba de alcoholemia
pretende practicarse con una persona que, como el actor.
se encuentra privado de libertad por una decisión policial.
En efecto, la jurisprudencia que se acaba de citar. fue
elaborada en \Jn marco en que el sometido a la prueba
de alcoholemia no se encontraba en esta particular situa­
ción sometido a una detención preventiva, y ha de deli­
mitarse ahora el margen en que. respecto de dicha prue­
ba, la doctrina citada ha de recoger especialidades en
atención a lo previsto en el art. 17.3 C.E., a fin de «ase­
gurar la situación de quien, privado de su libertad, se
encuentra ante la eventualidad de quedar sometido a
un procedimiento penal. procurando así la norma cons­
titucional que aquella situación de sujeción no devenga
en ningún caso en productora de la indefensión del afec­
tado.. (fundamento jurídico 3.°. STC 107/1985).

Con esta finalidad. conviene recordar la doctrina de
este Tribunal en la materia que ahora nos ocupa. Como
premisa. no es posible interpretar unitariamente. como
dotado de un mismo contenido. el derecho a la asistencia
letrada reconocido en los arts. 17.3 y 24.2 C.E.. dada
la diversa función que esta garantía cumple en cada
uno de ellos, en atención al bien jurídico protegido. Y.
desde esta perspectiva. se ha mantenido que «el art.
17.3 C.E. reconoce este derecho al detenido en las dili­
gencias policiales y judiciales, como una de las garantías
del derecho a la Hbertad protegido en el núm. 1 del
propio artículo. mientras que el arto 24.2 C.E. lo hace
en el marco de la tutela judicial efectiva con el significado
de garantía del proceso debido ... y por tanto, en relación
con el acusado o imputado... En consecuencia, y en aten­
ción a la diversidad de los derechos tutelados en cada
uno de los referidos preceptos constitucionales. debe
valorarse el alcance de la garantía de la asistencia letrada
que nuestra Constitución reconoce al detenido.

En este sentído. se ha afirmado por este Tribunal
que. funcionalmente. el derecho a la asistencia letrada
del detenido tiende a «ase.gurar (con la presencia per­
sonal del Letrado) que los derechos constitucionales del
detenido sean respetados. que no sufra coacción o trato
incompatible con su dignidad y libertad de declaración
y que tendrá el debido asesoramiento técnico sobre la

conducta a observar en los interrogatorios. incluida la
de guardar silencio. así como sobre su derecho a com­
probar. una vez realizados y concluidos con la presencia
activa del Letrado. la fidelidad de lo transcrito en el acta
de declaración que se le presenta a la firma.. (STC
196/1987. fundamento jurídico 5.°).

La garantía de la libertad personal que subyace al
arto 17.3 C.E.. por tanto y a la luz de la jurisprudencia'
que se acaba de citar. no alcanza a imponer la asistencia
letrada en los términos y con la intensidad propios de
un proceso en curso; por· ello, el especial hincapié de
la jurisprudencia citada en señalar la función del Letrado
como garante de la integridad física del detenido. y de
evitar la autoinculpación por ignorancia de los derechos
que le asisten. Es obvio que las consideraciones descritas
sólo pueden ser trasladadas con los adecuados matices
a la prueba de alcoholemia. una pericia técnica en que
la participación del detenido con declaraciones autoin­
culpadoras está ausente. y a cuya práctica puede éste
negarse. y ha de saberlo, porque la prueba misma no
puede considerarse lícitamente realizada si no se le infor­
ma sobre este extremo. Por ello, el propio arto 520.5
L.E.Crim., autoriza la renuncia a la asistencia letrada, que
en otros supuestos. no sería admisible.

Contempladas las circunstancias concurrentes en el
caso a la luz de esta doctrina. sucede que el demandante
de amparo fue. en su momento, informado de los dere­
chos que le asistían en relación con la práctica de la
referida prueba (incluido el de someter a contraste sus
resultados por análisis de sangre o el de negarse a some­
terse a la misma), aceptando voluntariamente someterse
a ella (folio 4 de las actuaciones).

Pues bien, .a la vista de los hechos acaecidos. no
parece que la prueba de alcoholemia haya sido realizada
con vulneración de derecho fundamental alguno del
recurrente. en especial. de los enunciados en el art. 17.3
C.E. El derecho a la asistencia de Letrado. como se ha
dicho que dispone el arto 520.5 L.E.Crim. -al transcribir
las garantías del referido precepto constitucional- puede
ser renunciado «si su detención lo fuere por los hechos
susceptibles de ser tipificados exclusivamente como deli­
tos contra la seguridad en el tráfico... Este supuesto,
cuya ilegitimidad ni siquiera se ha cuestionado por la
parte. puede ser encajado en la renunciabilidad genérica
al ejercicio de los derechos fundamentales (STC
11/1981). si no quedan comprometidos los derechos
de defensa de la parte. Y tal compromiso no parece
que exista, cuando menos si se tiene en cuenta el carác­
ter pericial técnico de la prueba realizada y las condi­
ciones en que se practicó.

5. Ha de añadirse, por lo demás, a todo lo ya dicho,
que. contra lo que parece creer el actor. de las actua­
ciones judiciales y de las propias resoluciones impug­
nadas se desprende que la prueba de impregnación alco­
hólica no ha sido el elemento determinante en la con­
vicción judicial que ha conducido a la resolución con­
denatoria. Sucintamente en la instancia y con alto grado
de detalle en la apelación, se pone de manifiesto que.
junto a los resultados del referido test. los órganos juris­
diccionales han tenido en cuenta otros elementos pro­
batorios de singular trascendencia y, en particular. la
declaración del propio acusado en el acto del juicio, reco­
nociendo que había bebido. aunque en menor cantidad
de la inicialmente admitida ante la Policía. y, en segundo
lugar. y sobre todo. la de los policías que le requirieron
para que detuviera el vehículo que conducía, que subra­
yaron la forma «zigzagueante.. en que el citado vehículo
avanzaba por un túnel de doble dirección, llegando en
ocasiones al punto de rozar las defensas colocadas para
separar ambos sentidos de la marcha; el olor a alcohol
que despedía el actor y su aspecto y forma de com­
portarse. elementos todos ellos captados en el mismo
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momento en que el vehículo se detuvo. con indepen­
dencia por tanto de los acontecimientos posteriores.

Elementos. asimismo. que constituyen los rasgos tipi­
ficadores del tipo delictivo del arto 340 bis a) C.P. Para
valorar la suficiencia de estas pruebas conviene recordar
que. según es doctrina de este Tribunal. «la influencia
de bebidas alcohólicas constituye un elemento norma­
tivo del tipo penal que. consecuentemente. requiere una
valoración del Juez en que éste deberá comprobar si
en el caso concreto ... el conductor se encontraba afec­
tado por el alcoho!». para lo cual han de emplearse todos
los medios de prueba obrantes en autos. na siendo
imprescindible ni suficiente por sí sola la prueba de
impregnación alcohólica (SSTC 148/1985 y 22/1988).
Todas estas consideraciones, en suma. conducen a la
desestimación del recurso dé amparo pues. existiendo
actividad probatoria de cargo sobre los elementos cons­
titutivos del delito. no puede considerarse infringido el
derecho a la presunción de inocencia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de septiembre de mil
novecientos noventa y cuatro...,.Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer.-Fernand.o García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

23060 Sala Primera. Sentencia 253/1994. de 19 de
septiembre de 1994. Recurso de amparo
755/1993. Contra Resolución del Delegado
del Gobierno en Aragón por la que se le impu­
so al demandante la sanción de multa por
incumplimiento del horario de cierre de un
establecimiento abierto al público. Vulnera­
ción del principio de legalidad: límite de la
potestad sancionadora de la Administración.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernandó García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 755/93. interpuesto
por don Luis Ignacio Royo Serrano. representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Consuelo Rodrí­
guez Chacón y asistido por el Abogado don Pablo Gilart
Valls. contra la Resolución del Delegado del Gobierno
en Aragón. de 28 de junio de 1990. por la que se le
impuso al demandante la sanción de multa. en cuantía
de 200.000 pesetas. por incumplimiento del horario de
cierre de un establecimiento abierto al público. Han inter­
venido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha
sido Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon
y González-Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante demanda que tuvo su entrada en este
Tribunal el 13 de marzo de 1993. doña Consuelo Rodrí­
guez Chacón, Procurador¡¡ de los Tribunales y de don
Luis Ignacio Royo Serrano, interpuso recurso de amparo
frente a la Resolución del Delegado del Gobierno en
Aragón, de fecha 28 de junio de 1990, en virtud de
la cual se le impuso la sanción de multa. en cuantía
de 200.000 pesetas, por incumplimiento del horario de
cierre de un establecimiento abierto al público.

2. Hechos relevantes que se deducen de la deman­
da y documentos que la acompañan:

a) El Delegado del Gobierno en Aragón impuso al
recurrente la sanción de multa de 200.000 pesetas por
permanecer abierto al público el establecimiento de su
propiedad denominado «Sala en Bruto». el día 24 de
marzo de 1990 a las cinco horas treinta minutos.

b) Frente a esta resolución interpuso directamente
recurso jurisdiccional al amparo de la Ley 62/1978. de
Protección de los Derechos Fundamentales. invocando
como infringidos los principios de legalidad y presunción
de inocencia.

El Tribunal Superior de Justicia de Aragón dictó Sen­
tencia desestimatoria el 31 de octubre de 1990.

c) Contra la anterior resolución, formuló recurso de
apelación ante el Tribunal Supremo, que por Auto de
23 de abril de 1992 lo inadmitió. Tras resolver el corres­
pondiente recurso de súplica, mediante un nuevo Auto
de fecha 13 de enero de 1993, confirmó el anterior
y puso fin a la vía judicial previa.

3. El recurrente alegó en su demanda de amparo
la infracción del arto 25.1 C.E., al carecer de rango legal
la norma en virtud de la cuál se le impuso la sanción,
arto 81.35 del Real Decreto 2.816/1992, de 27 de agos­
to. por el que se aprobó el Reglamento General de Policía
y Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. Cali­
fica de insuficiente la pretendida cobertura legal de dicha
norma reglamentaria en el art. 2 i) de la Ley de Orden
Público de 1959 y en el 260 de la Ley de Régimen
Local de 1955. Ambas normas han sido derogadas y,
por otra parte, no contenían una rigurosa predetermi­
nación de las conductas objeto de sanción.

Los arts. 20 y 52 del Reglamento de Espectáculos
Públicos de 1935 y el arto 8 de la Orden de 23 de noviem­
bre de 1977 contemplaban la infracción descrita, en
términos similare.s al Reglamento de 1982. Sin embargo,
el cuadro de sanciones previsto en este último Regla­
mento es distinto del de 1935, por lo que en todo caso
se habría producido una innovación contraria al mandato
del art. 25 C.E. También se habría infringido el citado
art. 25.1 C.E.• por falta de cumplimiento del principio
de tipicidad, pues el arto 2 i) de la Ley de Orden Público
de 1959 carece de contenido material suficiente para
tenerlo por satisfecho. La infracción del derecho a la
presunción de inocencia se habría producido al no abrirse
en la tramitación del expediente administrativo el período
de prueba, pese a haberlo solicitado. y no haberse acre­
ditado en el mismo expediente la producción de un per­
juicio real a los vecinos por la apertura fuera de horas
del local. Tampoco consta la identidad del denunciante,
ni la trascendencia al exterior de los ruidos.

4. Mediante providencia de 27 de mayo de 1993.
se admitió la demanda a trámite. y se requirió a la Dele­
gación del Gobierno y Tribunales intervinientes para que
remitieran las actuaciones y emplazaran a quienes fueron
parte en el procedimiento antecedente, salvo el recurren­
te en amparo, para que en el plazo de diez días pudieran
comparecer ante este Tribunal.


